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NIEGA SOLICITUD DE NULIDAD. [E]n vista de que la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira no apeló el fallo dictado por el  Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no se decretará la nulidad de la sentencia emitida por el juez de conocimiento como el proferido en segunda instancia por este Tribunal, ya que se entiende que la nulidad invocada fue saneada según el numeral 1º del artículo 136 de la Ley 1564 de 2012 y en consecuencia, se remitirán las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, tal como se había dispuesto por esta Colegiatura en el numeral 5º del fallo de tutela de segundo grado del 24 de julio de 2017. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, nueve (9) de agosto de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0788
Hora: 3:55 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR 

Corresponde a la Sala resolver la solicitud presentada por la Magistrada Olga Lucía Hoyos Sepúlveda, Presidente de la Sala Laboral de este Tribunal, tendiente a que se decrete la nulidad de la sentencia de tutela de primera instancia emitida el 1º de junio de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y la proferida por esta Sala el 24 de julio de 2017  por medio de la cual se revocó la decisión de primer grado y en su lugar se concedió el amparo invocado por el abogado del señor José  Luis Bedoya Marulanda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad conoció en primera instancia de la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial del señor José Luis Bedoya Marulanda en contra de Colpensiones, mediante la cual invocó el amparo de los derechos fundamentales a la seguridad social integral, al mínimo vital, la vida en condiciones dignas, integridad física y dignidad humana e igualdad de su mandante y en tal sentido,  solicitó que se ordenara a Colpensiones que diera aplicación al principio de la condición más beneficiosa como ha sido desarrollado por la Corte Constitucional y se reconociera la pensión de invalidez al señor José Bedoya Marulanda a partir de su fecha de estructuración, al haber acreditado más de 300 semanas antes del 1º de abril de 1994, fecha de rigor (sic) de la ley 100 de 1993 (Fls. 1-31). 
2.2. El Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad mediante auto del 17 de mayo de 2017 avocó el conocimiento de la acción de tutela y consideró que debía vincular a la actuación a la Sala Laboral de este Distrito y al Juzgado 3º Laboral del Circuito de esta ciudad, por cuanto los mismos podrían verse perjudicados con los resultados del trámite constitucional  (Fl. 67).
2.3. El Magistrado Julio César Salazar Muñoz de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira dirigió un oficio con fecha del 26 de mayo de 2017 al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, a través del cual consideró que de acuerdo al numeral 2º del artículo 1º del decreto 1382 de 2000, la competencia para conocer de esta acción constitucional le correspondía al superior funcional de esa Corporación, en razón de su vinculación al trámite de amparo (Fl. 84).
2.4. Mediante auto del 30 mayo de 2017 el juez de conocimiento respondió esa petición manifestando que en virtud del principio de la “perpetuatio jurisdictionis”, una vez se avoca el conocimiento de la acción constitucional, la competencia no puede ser alterada porque de lo contrario, se afectaría gravemente la finalidad de la acción de tutela consistente en la protección inmediata de los derechos fundamentales invocados por el accionante.  En tal sentido, consideró que debía prevalecer el derecho sustancial, máxime que habían transcurrido 8 días hábiles desde que el actor instauró la demanda de amparo y que en consecuencia, seguiría conociendo de la citada acción (Fls. 85).

2.5.  Mediante sentencia del 1º  de junio de 2017 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió: “negar la tutela encaminada a ordenar a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de invalidez del señor JOSÉ LUIS BEDOYA MARULANDA, por cuanto consideró el Despacho que en el presente asunto, no se configura una vía de hecho y además la acción de tutela es improcedente al existir otro medio de defensa judicial” (Fl. 87-91).

2.6. El abogado del señor José Luis Bedoya Marulanda impugnó el fallo antes aludido e insistió que su representado contaba con los requisitos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la aplicación de la condición más beneficiosa y por tanto, la pensión de invalidez reclamada se debía conceder siguiendo el precedente de la Sentencia SU-144 de 2016 de la Corte Constitucional (Fls. 93 y 94).

2.7.  Esta Colegiatura resolvió la impugnación propuesta por el apoderado del señor Bedoya Marulanda, no sin antes advertir que era evidente la falta de competencia del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para tramitar la presente acción de tutela en contra del  Juzgado 3º Laboral del Circuito de esta ciudad y de la Sala Laboral de este Distrito Judicial, autoridades judiciales que fueron vinculadas de manera oficiosa por parte del A quo.  Sin embargo, la Sala consideró que en este caso específico se debía dar aplicación al principio de “perpetuatio jurisdictionis”, en virtud del cual está prohibido cambiar la autoridad competente para conocer y resolver un asunto cuando el correspondiente proceso se encuentra en curso con el fin, de garantizar que no se modifique la competencia judicial ya que en la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho que esta competencia cuenta, entre otras, con una característica así: la “inmodificabilidad porque no se puede variar en el curso de un proceso (perpetuatio jurisdictionis) dado que si ello ocurriera se afectarían gravemente la finalidad de la acción de tutela, cual es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales”, lo que quedó plasmado en las consideraciones del fallo en el numeral 6.1 (folio 4, vuelto del cuaderno de segunda instancia).
2.8. Precisado lo anterior,  con fundamento en las pruebas que obraban en la foliatura y al advertir que la inconformidad del abogado del señor Bedoya Marulanda estaba dirigida contra lo dispuesto en la Resolución SUB7371 del 15 marzo de 2017 expedida por Colpensiones por medio de la cual negó el reconocimiento de la pensión al actor, esta Sala consideró que al tutelante le asistía la razón en el sentido de que Colpensiones no había estudiado la petición de reconocimiento de la pensión de invalidez conforme al nuevo precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, el cual quedó unificado en la Sentencia SU-442 del 18 de agosto de 2016 con respecto al principio de la condición más beneficiosa, y en tal sentido, mediante sentencia del 24 de julio de 2017 se revocó la sentencia de primera instancia y se  resolvió lo siguiente (Fls. 3-9 cuaderno de segunda instancia):
“PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el  1º de junio de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela insaturada por el apoderado judicial del señor José Luis Bedoya Marulanda en contra de Colpensiones.

SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la seguridad social y mínimo vital del señor José Luis Bedoya Marulanda.
TERCERO: ORDENAR a la Subdirección de Determinación de Derechos de la Dirección de Prestaciones Económicas con funciones Asignadas a la Gerencia de Determinación de Derechos de Colpensiones que dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de esta providencia, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por el señor José Luis Bedoya Marulanda mediante el cual realice el estudio de los requisitos para el reconocimiento de esa prestación pensional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990 y en la Sentencia SU-442 de 2016 y en la que se dirá cuáles son los recursos que procedan en contra de lo resuelto.
CUARTO: Desvincular del presente trámite al Juzgado 3º Laboral de esta ciudad y a la Sala Laboral del Tribunal Superior de este Distrito (...)” (Subrayas fuera del texto original)
2.9.  El 2 de agosto de 2017 se recibió en la Secretaría de esta Sala un escrito por medio del cual la Magistrada Olga Lucía Hoyos Sepúlveda, Presidente de la Sala Laboral de este Tribunal, solicitó que se decretara la nulidad de la sentencia de tutela de primera instancia emitida el 1º de junio de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y la proferida por esta Sala el 24 de julio de 2017 a través de la cual se revocó la decisión de primer grado y en su lugar se concedió el amparo invocado por el abogado del señor  Luis Bedoya Marulanda, toda vez que consideró que en este caso no se habían atendido las reglas de reparto establecidas en el Decreto 1382 de 2000, ya que lo pedido por el accionante iba en contra de lo decidido por el Juzgado 3º Laboral de esta ciudad y de la Sala Laboral de este Tribunal, por lo cual el amparo solicitado debió ser conocido por competencia por la Sala de Casación  Laboral de la Corte Suprema de Justicia por ser el superior funcional de esa Colegiatura (Fl. 13 del cuaderno de segunda instancia). 

3. CONSIDERACIONES JURÍDICAS
3.1. El artículo 13 del Decreto 2591 de 1991 señala las personas contra quien se dirige la acción de tutela e intervinientes, así: “La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior.
Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.”
3.2. Por su parte el artículo 37 del  Decreto 2591 de 1991
 determina la competencia en materia de esta clase de acciones constitucionales y a la luz de dicho precepto, la Corte Constitucional señaló
: “las acciones de tutela pueden ser interpuestas ante cualquier juez, de modo que los únicos conflictos de competencia que existen en esta materia son aquellos que se presentan por la aplicación o interpretación de los factores de competencia previstos en el referido artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que son: el factor territorial, en virtud del cual son competentes los jueces y tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la vulneración o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud; y el caso de las acciones de tutela contra los medios de comunicación, cuyo conocimiento corresponde a los jueces del circuito del lugar."
3.3. Significa lo anterior, que los factores que determinan la competencia en relación con la acción constitucional de tutela son los previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.  Así mismo, el Decreto 1382 de 2000 establece las reglas para el reparto de la acción de tutela, así en el artículo 1º numeral 1º inciso 1º señala: “A los jueces del circuito o con categorías de tales, le serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental”. 
3.4. Ahora bien, al haber avocado el conocimiento de la acción de tutela interpuesta por el apoderado del señor Bedoya Marulanda contra de Colpensiones, entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad debía seguir su trámite, pese el hecho de haber vinculado oficiosamente a la Sala Laboral de este Distrito Judicial y al Juzgado 3º Laboral del Circuito de esta ciudad. Al respecto, la Corte Constitucional en Auto 323 del 27 de julio de 2017 sostuvo que “la vinculación sobreviniente de determinada autoridad a un trámite de tutela no tiene la virtualidad suficiente para hacer mutar la competencia que el juez instructor se adscribió en un principio; tanto más cuando circunscribir la competencia en función de aspectos como la naturaleza del órgano o entidad convocada conduce a privilegiar, indebidamente, las pautas administrativas de reparto sobre las reglas del Decreto Estatutario. Sobre el particular, este Tribunal ha precisado:

“[E]sta corporación aclara que en diversos pronunciamientos, la Corte Constitucional se ha resistido a aceptar la conducta de los funcionarios judiciales que declaran su incompetencia para conocer de una acción de tutela que les corresponde por reparto – de acuerdo con las reglas que rigen dicho trámite administrativo – por considerar que es necesaria la vinculación de una entidad contra la cual no se dirigió la demanda. Sobre el tema, esta Corporación ha sostenido que la modificación o inclusión de las entidades demandadas, no altera la competencia radicada en un despacho judicial. Al respecto, en el Auto 035 de 2004 se expresó lo siguiente:
“Se plantea entonces la cuestión de determinar si cuando del acervo probatorio surge la necesidad de vincular a una entidad de orden superior (nacional, por ejemplo), el Juez que adelanta el proceso debe seguir conociéndolo o si debe remitirlo a los despachos judiciales competentes, en virtud de Decreto 1382 de 2000. Esta cuestión ya ha sido resuelta por la Corte en casos similares. Por ejemplo en auto de febrero 17 de 2004 (ICC-771), la Sala Plena de esta Corte consideró lo siguiente,
 “‘El Decreto 1382 de 2000 se ocupa de reglamentar el proceso administrativo del reparto de las acciones de tutela, entre los diferentes despachos judiciales que en virtud del artículo 86 de la Constitución Política son competentes. Así pues, el Decreto 1382 de 2000 no es la norma legal que establece cuál es el despacho competente para conocer un proceso de acción de tutela. El momento procesal en que las normas del Decreto 1382 de 2000 son aplicables es cuando se va efectuar el trámite administrativo de reparto de procesos de acción de tutela entre los diferentes jueces competentes. Las reglas de reparto pueden aplicarse excepcionalmente en un momento posterior; por ejemplo, cuando una vez hecho el reparto, y sin poner en riesgo los derechos fundamentales del accionante, el Juez advierte que se le remitió el proceso en virtud de un “error manifiesto” sobre quién era el accionado. En virtud de las reglas vigentes, el Juez de tutela al que le corresponda por reparto un proceso y considere que es necesario vincular a otra persona al mismo, puede hacerlo sin que ello implique efectuar un mero reparto o plantear, como en este caso, un conflicto negativo de competencia’”
. (Subrayas propias)
De tal manera, que esta Sala considera que en este asunto en concreto no hubo una “manipulación grosera” de las reglas de reparto y que en tal virtud, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad tenía competencia para tramitar la acción de tutela en contra de Colpensiones, dentro de la cual ese despacho decidió vincular al Juzgado 3º Laboral del Circuito y a la Sala Laboral de este Tribunal.
3.5. Fuera de lo anterior, se debe tener en cuenta que el artículo 133 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012, establece que un proceso solamente será nulo en los siguientes casos:
“1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia.

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia.

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la oportunidad debida.

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder.

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria.

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o descorrer su traslado.

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación.

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este código”.

Se hace mención al artículo 133 de la Ley 1564 de 2012, toda vez que el Decreto 2591 de 1991 no consagró una regla respecto de las nulidades.  Al respecto, la Corte Constitucional indicó que en las nulidades ocurridas en los procesos de tutela esa es la norma aplicable y en la Sentencia T-661 de 2014 explicó que “… ese estatuto será parámetro normativo en los casos en que el Decreto 2591 de 1991 no haya establecido una disposición determinada y siempre que no sea contrario al procedimiento expedito, además de sumario de la acción de tutela” 
3.6. Con respecto a la solicitud de nulidad, la Corte Constitucional en el Auto 144 del 22 de mayo 2014 al responder el interrogante de cuando una solicitud de nulidad es presentada en el escrito de impugnación, debe ser resuelta por el juez de primera instancia o por el de segunda instancia, señaló “… se sostendrá que debe conocerla el juez de segunda instancia, porque de conformidad con el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 “[e]l juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma, cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo”, sin distinguir si en el escrito se solicita la nulidad o no.
 
En virtud de los principios de economía, celeridad y eficacia (art. 3, D-2195/91), los jueces de tutela deben garantizar a las partes que cualquier irregularidad puede ser saneada en las diferentes fases del trámite, sin necesidad de ‘devolverse’ para solicitar su corrección, utilizándose todos los recursos procesales eficientemente. Y en cumplimiento de los principios de prevalencia del derecho sustancial y acceso a la justicia (arts. 228 y 229, CP), las autoridades judiciales deben asegurar también que van a hacer todo lo que esté a su alcance para lograr una decisión de fondo sobre la violación de los derechos fundamentales, sin crear obstáculos procesales injustificados que entorpezcan la consecución de ese objetivo.  
 
Esta interpretación, por tanto, desarrolla el derecho de los ciudadanos a obtener del juez de tutela decisiones que ofrezcan “protección inmediata” a los derechos fundamentales, mediante un instrumento “preferente y sumario”(art. 86, CP). En efecto, aquella autoridad a quien corresponda conforme a sus facultades jurisdiccionales pronunciarse sobre la nulidad, es la que debe decidirla, según la interpretación que más se ajusta a dichas garantías procesales. Por una parte, asegura a los asociados que el trámite de sus solicitudes se hará sin obstáculos que dilaten o pospongan injustificadamente una decisión oportuna. Y de otra parte, promueve que la orden de protección a los derechos fundamentales quede en firme “a la mayor brevedad posible”,[22] ya sea la decisión que pone fin a una instancia o al proceso de tutela.”  (Subrayas nuestras)
3.7.  Ahora bien, el artículo 136 de la Ley 1564 de 2012 señala lo respectivo al saneamiento de las nulidades, así:
“La nulidad se considerará saneada en los siguientes casos:

1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla.

2. Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en forma expresa antes de haber sido renovada la actuación anulada.

3. Cuando se origine en la interrupción o suspensión del proceso y no se alegue dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que haya cesado la causa.

4. Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el derecho de defensa...”
(Subrayas fuera del texto original)

De conformidad con lo subrayado anteriormente, esta Corporación advierte que el fallo proferido el 30 de mayo de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
 fue notificado a la Sala Laboral de este Distrito Judicial  mediante correo electrónico del 5 de junio de 2017 (Fl. 92).  Por lo tanto, esa Colegiatura debió impugnar el fallo de tutela dentro de los tres días siguientes a su notificación, de conformidad con el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991
 y haber solicitado la nulidad que ahora reclama ante esta instancia.  Sin embargo, ese Cuerpo Colegiado guardó silencio frente a la determinación aludida, lo que permite inferir que se ha saneado el vicio advertido por la Sala Laboral, al no haberse alegado dentro del término que tenía para tal fin.
3.8. Así las cosas, esta Sala de Decisión resolvió la impugnación presentada por el abogado del señor José Luis Bedoya Marulanda, mediante sentencia de segunda instancia del 24 de julio de 2017 en la que se revocó la proferida por el  A quo y en su lugar, se tutelaron los derechos del accionante y se ordenó a Colpensiones que estudiara nuevamente la solicitud de la pensión de invalidez del actor, conforme a lo considerado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-442 de 2016.  Es decir, que no se ordenó a dicha entidad el reconocimiento de la pretensión reclamada por el accionante. Además, debe resaltarse que el Juzgado 3º Laboral de esta ciudad y la Sala Laboral de este Distrito fueron desvinculados del presente trámite, lo que significa que el fallo de segunda instancia no afecta los intereses de alguna de esas dos autoridades judiciales, pues se reitera que el fallo se dirigió exclusivamente en contra de Colpensiones, entidad que vulneró los derechos fundamentales del señor Bedoya Marulanda, de acuerdo con la conclusión a la que se llegó  como consecuencia del  estudio que esta instancia hizo del acto administrativo SUB 7371 del 15 de marzo de 2017 expedido por la Subdirección de Determinación IX (A)  de esa administradora de pensiones, decisión que llevó al accionante a instaurar la acción de tutela en contra de esa entidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991
.

3.9. Por lo discurrido y en vista de que la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira no apeló el fallo dictado por el  Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, no se decretará la nulidad de la sentencia emitida por el juez de conocimiento como el proferido en segunda instancia por este Tribunal, ya que se entiende que la nulidad invocada fue saneada según el numeral 1º del artículo 136 de la Ley 1564 de 2012 y en consecuencia, se remitirán las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, tal como se había dispuesto por esta Colegiatura en el numeral 5º del fallo de tutela de segundo grado del 24 de julio de 2017. 
DECISIÓN 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda,

RESUELVE

PRIMERO: NO DECRETAR LA NULIDAD invocada por la Presidente de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito de Pereira  y DISPONER  que se remitan las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, tal como fue ordenado por esta Sala de Decisión en la sentencia del 24 de julio de 2017.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Artículo 37. Primera instancia. Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.


El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio.


De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar.


� Ver Auto 124 de 2009.


� Auto 104/13, M.S.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� En el que se resolvió: “negar la tutela encaminada a ordenar a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de invalidez del señor Jose Luis Bedoya Marulanda, por cuanto consideró que en el presente asunto, no se configuraba una vía de hecho y además la acción de tutela era improcedente al existir otro medio de defensa judicial (Fls.87-91 del cuaderno de primer nivel).


� Artículo 31. Impugnación del fallo. Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato.


Los fallos que no sean impugnados serán enviados al día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión


� Artículo 32. Trámite de la impugnación. Presentada debidamente la impugnación el juez remitirá el expediente dentro de los dos días siguientes al superior jerárquico correspondiente.


El juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma, cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo. El juez, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas y proferirá el fallo dentro de los 20 días siguientes a la recepción del expediente. Si a su juicio el fallo carece de fundamento, procederá a revocarlo, lo cual comunicará de inmediato. Si encuentra el fallo ajustado a derecho, lo confirmará. En ambos casos, dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria del fallo de segunda instancia, el juez remitirá el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
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